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ANEXOS QUE SE CITAN 

I. Funcionarios coeficientados

Nivel
Coeficiente 

asignado 
al causante

Módulo de actua­
lización de la 

pensión para 1979

5 1.10
10 4,5 1,15

4 1.15

8 3.6 1,15

3,3 1,15

2,9 1,10
0 2,3 1,15

2,1 1.Í5

1,9 1.17
4

1.7 1,17

1,5 1,17
3 1,4 1,17

1,3 1,17

II. Policía Municipal y Servicio de Extinción de Incendios

Módulo de actúa-
Empleos lización de la 

pensión para 1679

Inspectores ............................  ......... 1,15
Subinspectores ..................................  1,15
Oficiales .................... ......................
Suboficiales ......... ............................

1,17
i,ii

Sargentos ............................................ 1,12
Cabos .................................................... 1,17
Guardias .............................................. 1,17

13473 RESOLUCION de la Dirección General de Admi­
nistración Local por la que se establecen criterios 
de interpretación de la normativa vigente en ma­
teria de funcionamiento de las Corporaciones lo­
cales.

Excelentísimos señores:

La aplicación de la disposición derogatoria de la Ley de 
Elecciones Locales de 17 de julio de 1978, con referencia a la 
legislación de régimen local, viene suscitando dudas interpre­
tativas que las Corporaciones locales elevan repetidamente a 
este Centro directivo, por lo que haciendo uso de las atribu­
ciones que al mismo confiere el artículo 354 de la Ley de 
Régimen Local, en cuanto a unificación de criterios de apli­
cación de las disposiciones vigentes y de atesoramiento de 
las Corporaciones locales, se ha estimado conveniente esta­
blecer, con carácter general, algunos criterios sobre las dudas 
más frecuentemente consultadas a fin de que puedan servir 
de orientación a dichas Corporaciones en materia de su fun­
cionamiento, sin perjuicio de la resolución de todas aquellas 
consultas que sean elevadas a esta Dirección General por las 
Corporaciones locales y los Gobiernos civiles.

Los criterios se refieren a las siguientes materias:

1. Publicidad de las sesiones de las Corporaciones locales.

El artículo 28.5 de la Ley de Elecciones Locales, al esta­
blecer que «las sesiones serán públicas», se está refiriendo 
exclusivamente a las sesiones de constitución de las Corpo­
raciones locales.

En cuanto afecta a la publicidad de las sesiones ordinarias 
y extraordinarias de las Corporaciones locales habrá de estarse 
a lo que dispone la normativa vigente constituida por la Ley 
de Régimen Local y Reglamento de Organización, Funciona­
miento y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales. A 
este respecto el artículo 206 de la Ley de Régimen Local esta­
blece que las sesiones de la Diputación Provincial y las de 
los Ayuntamientos plenos serán públicas, con las excepciones 
que en el mismo precepto se señala, y el artículo 213 del citado 
Reglamento determina que las sesiones de la Comisión Per­
manente no serán públicas. Dicho régimen de no publicidad 
ha de aplicarse por analogía a las sesiones de la comisión de 
gobierno de las Diputaciones Provinciales.

En cuanto a la posibilidad de intervención del público asis­
tente a las sesiones de que se trata, deberá tenerse presente 
que no están permitidas en absoluto, ni tampoco deben per­
mitirse las manifestaciones de agrado o desagrado, pudiendo 
proceder el Presidente, en casos extremos, a la expulsión de 
la sala de todo aquel vecino que por cualquier causa impida 
el normal desarrollo de la sesión, por interpretar que dicha 
facultad, aun no recogida por la normativa vigente, es inheren­
te a todo Presidente de un órgano colegiado.

Todo ello, sin perjuicio de que la Corporación pueda, una 
vez levantada la sesión, establecer un tumo de preguntas o 
consultas por el público asistente sobre temas o puntos con­
cretos de interés municipal.

Por otro lado, es de señalar que el artículo 295 de la Ley 
de Régimen Local ordena que las sesiones «se celebrarán en 
la Casa consistorial, en el palacio provincial o edificio habili­
tado al efecto, en el caso de fuerza mayor». Es decir, que es 
imperativa la celebración de las sesiones de toda clase en la 
Casa consistorial o palacio que se habilite al efecto. Comple­
tando la Ley en este artículo, los artículos 18,7 y 243 del Re­
glamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Juridico 
de las Corporaciones Locales añaden, refiriéndose, respectiva­
mente, a las sesiones municipales y provinciales, que «veri­
ficadas en distinto lugar, serán nulas».

Lo más que puede ocurrir es que por un caso de fuerza 
mayor, hundimiento, incendio, etc., se habilite un edificio, al 
efecto de ser Casa consistorial o palacio provincial y que en 
el mismo se celebren válidamente las sesiones. Sin tal habili­
tación, que ha de ser previa, celebradas en distinto lugar de 
la Casa consistorial o palacio provincial, las sesiones están 
viciadas de nulidad y, por tanto, serán nulos los acuerdos que 
en ellas se adopten.

No obstante, nada impide en cambio la instalación de sis­
temas megafónicos o de circuitos cerrados de televisión, que 
permitan al máximo la ampliación y difusión auditiva o visual 
del desarrollo de la sesión.

2. Renuncia de Presidentes de Corporación.

El criterio es que debe admitirse la renuncia de Alcalde y 
Presidente de Diputación, dado el espíritu abierto que preside 
la Ley de Elecciones Locales. Puede pensarse incluso que la 
propia Ley faculta la renuncia de un Alcalde al posibilitar la 
de los Concejales, cualidad imprescindible para ser Alcalde, 
simplemente con dejar de pertenecer al Partido, Federación o 
Coalición que le haya presentado según establece el artículo 11.7 
de la Ley de Elecciones Locales.

La renuncia del Alcalde o Presidente de Diputación debe 
efectuarse ante el Pleno de la Corporación, existiendo a estos 
efectos el precedente inmediato del Decreto 3230/1975, de 5 de 
diciembre, en cuyo artículo 9.2, d), se admite la renuncia de 
los Alcaldes elegidos ante la Corporación, si ésta lo aceptase.

Toda renuncia de un Alcalde, una vez aceptada por la Cor­
poración, comportará necesariamente una nueva elección de 
Alcalde, de conformidad con lo establecido en el artículo 28.6 
de la Ley de Elecciones Locales. 

La renuncia de un Alcalde o Presidente de Diputación no 
lleva consigo necesariamente la renuncia a su cargo de Con­
cejal o Diputado.

3. Renuncia de Concejales.

En la renuncia de un Concejal deben distinguirse dos mo­
mentos:

a) Antes de la constitución de la Corporación, en cuyo 
caso la renuncia ha de presentarse ante, la Junta Electoral 
de Zona.

b) Una vez constituida la Corporación y tomada posesión 
de su cargo, en cuyo caso la renuncia ha de presentarse ante 
la propia Corporación.

La solución en ambos casos es idéntica: el Concejal que 
renuncia es sustituido por el siguiente de la misma lista (ar­
tículo 11 de la Ley de Elecciones Locales).

En cuanto a la expedición de credenciales, ésta corresponde 
a la Junta Electoral de Zona correspondiente (artículos 27 y 
28 de la Ley de Elecciones Locales).

4. Incapacidades, incompatibilidades, excusas y causas de 
cese de miembros.

En cuanto a las causas de incapacidad e incompatibilidad 
de los miembros de una Corporación local, se tendrán pre­
sentes los preceptos de la Ley de Elecciones Locales referentes 
a las causas de inelegibilidad e incompatibilidad establecidas 
fundamentalmente en los artículos séptimo, octavo y noveno, 
entendiéndose que ha perdido vigencia el artículo 79 de la 
Ley de Régimen Local, cuyos supuestos esencialmente aparecen 
incluidos en los citados preceptos de la Ley de Elecciones 
Locales.

Por lo que se refiere a las excusas del desempeño de los 
cargos de que se trata, no resultan de aplicación una vez ad­
mitida la posibilidad de renuncia al mismo por el artículo 11.6 
de la Ley de Elecciones Locales, ya que el concepto de excusa



es consecuencia de la obligatoriedad del cargo que establece 
el artículo 83 de la Ley de Régimen Local y que hay que en­
tender desaparecida en la Ley de Elecciones Locales. Por lo 
que afecta a las causas de pérdida de los cargos en cuestión, 
 no resultan ya de aplicación las derivadas de la pérdida de 
vecindad y de la falta de asistencia a las sesiones; la primera, 
en razón de lo prevenido en el artículo sexto, 2 y 3, y dispo­
sición transitoria sexta de la Ley de Elecciones Locales, cri­
terio éste confirmado por Resolución de la Junta Electoral 
Central de 30 de enero de 1979, y la segunda, por la pérdida 
del carácter obligatorio del cargo y por la propia dinámica 
y nueva configuración del mismo.

Sin embargo, hay que estimar de aplicación como causa 
de pérdida de estos cargos tanto el nombramiento de em­
pleados a que hacía referencia el artículo 81.2 de la Ley de 
Régimen Local y la pérdida de la representación política que 
sirvió de base para la elección; la primera, por un principio 
deontológico y ético-jurídico reconocido en diversas Leyes ge­
nerales de nuestro Ordenamiento Jurídico, y la segunda, por 
lo dispuesto en el artículo 11.7 de la Ley de Elecciones Locales, 
por la causa en el mismo señalada.

Tanto las causas de incapacidad, incompatibilidad y pérdida 
del cargo en los términos que se acaban de exponer, deberán 
resolverse por el Pleno de las Corporaciones respectivas. Con­
tra los acuerdos de las Corporaciones podrá interponerse re­
curso contencioso-administrativo, de conformidad con lo esta­
blecido en el artículo quinto, 2, del Real Decreto 561/1979, de 18 
de marzo, por el que se dictaron normas para la constitución 
de las Corporaciones locales.

5. Tenientes de Alcalde.

De conformidad con el criterio interpretativo de esta Direc­
ción General expuesto en su Resolución de 11 de abril de 1979, 
publicada en el «Boletín Oficial del Estado» del día siguiente, 
en los municipios de más de 2.000 habitantes, en los que es 
preceptiva la existencia de Comisión Permanente, todos los 
Concejales miembros de la misma tendrán el carácter de Te­
niente de Alcalde, debiendo fijar el Alcalde, de entre ellos, el 
orden de su sustitución, sin que sea posible ostentar la con­

dición de Teniente de Alcalde los Concejales que no sean 
miembros de dicha Comisión Permanente.

En los municipios de hasta 2.000 habitantes, el Alcalde de­
signará un Teniente de Alcalde de entre los Concejales, que 
será quien le sustituya en los casos de ausencia, enfermedad 
o impedimento de cualquier clase, de conformidad con lo pre­
visto en el artículo 66.2 de la Ley de Régimen Local y 16.2 del 
Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Ju­
rídico de las Corporaciones Locales.

6. Ejercicio de las competencias por los órganos de Gobierno.

Como principio general, es preciso tener en cuenta que 
conforme a lo prevenido en el artículo 4 de la Ley de Proce­
dimiento Administrativo, «la competencia es irrenunciable y se 
ejercerá, precisamente, por los órganos administrativos que la 
tengan atribuida como propia» y, por tanto, las respectivas 
atribuciones del Alcalde, del Pleno del Ayuntamiento y de 
la Comisión Permanente, donde exista, se ejercerán conforme 
a lo dispuesto en los artículos 116 y siguientes de la Ley de 
Régimen Local y 121 y siguientes de su Reglamento de Orga­
nización, Funcionamiento y Régimen Jurídico.

En consecuencia, cada órgano deberá ejercer sus propias 
competencias, sin que sea posible que las atribuidas a la Co­
misión Permanente sean ejercidas por el Pleno.

Sin perjuicio de lo anterior, debe tenerse presente lo dis­
puesto en el artículo 123 de la Ley de Régimen Local, según 
el cual los acuerdos de la Comisión Permanente, en cuestiones 
de su competencia, tendrán la misma eficacia que los del 
Ayuntamiento pleno, salvo los casos en que sea necesaria la 
ratificación por éste, que según el articulo 224.2 del Regla­
mento de Organización, se reducen a aquellos casos en que 
por razones de urgencia haya asumido dicha Comisión las 
atribuciones del Pleno de la Corporación.

Lo que participo a VV. EE. a los efectos que procedan.
Dios guarde a VV. EE.
Madrid, 25 de mayo de 1979.—El Director general, Vicente 

Capdevila Cardona.

Excmos. Sres. Gobernadores civiles de las provincias españolas.

II. Autoridades y personal

NOMBRAMIENTOS, SITUACIONES E INCIDENCIAS

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

13474 ORDEN de 8 de mayo de 1979 por la que se 
dispone la baja en el destino civil que ocupa en el 
Ministerio de Justicia y el pase a la situación de 
en expectativa de servicios Civiles del Coronel de 
Artillería don Severiano Agud Morales.

Excmos. Sres.; Vista la instancia cursada por el Coronel 
de Artillería don Severiano Agud Morales, en la actualidad desti­
nado en el Ministerio de Justicia (Fiscalía de la Audiencia 
Territorial de Madrid), en súplica de que se le conceda el pase 
a la situación de en expectativa de Servicios Civiles, y de con­
formidad con lo dispuesto en el artículo 4.° de la Ley de 17 de 
julio de 1958 («Boletín Oficial del Estado» número 172), párra­
fo 4.º del artículo 7.° del Decreto de 22 de julio de 1958, que 
desarrolla la ley anterior («Boletín Oficial del Estado» nú­
mero 189), y apartado b) de la Orden de 16 de febrero de 1959 
(Boletín Oficial del Estado» número 46),

Esta Presidencia del Gobierno, a propuesta de la Comisión 
Mixta de Servicios Civiles, ha tenido a bien acceder a lo solici­
tado por el mencionado coronel, causando baja en el destino 
civil de referencia y alta en la situación de en expectativa de 
servicios civiles con efectos administrativos del día 1 de junio 
de 1979, fijando su residencia en la plaza de Madrid.

Lo que comunico a VV. EE. para su conocimiento.
Dios guarde a VV. EE. michos años.
Madrid, 8 de mayo de 1979.—P. D., el Teniente General 

Presidente de la Comisión Mixta de Servicios Civiles, Joaquín 
Bosch de la Barrera.

Excmos. Sres. Ministros de Defensa y de Justicia.

13475 ORDEN de 9 de mayo de 1979 por la que se 
otorgan por adjudicación directa los destinos que 
se mencionan al personal que se cita.

Excmos. Sres.: De conformidad con lo preceptuado en la 
 Ley de 15 de julio de 1952 («Boletín Oficial del Estado» núme­
ro 199), modificada por la de 30 de marzo de 1954 («Boletín 
Oficial del Estado» número 91); Ley 195/1963, de 28 de diciem­
bre («Boletín Oficial del Estado» número 313), y Orden de 23 
de octubre de 1964 («Boletín Oficial del Estado» número 258),

Esta Presidencia del Gobierno dispone;

Artículo l.° Por haberlo solicitado de la Junta Calificadora 
de Aspirantes a Destinos Civiles y reunir las condiciones exigi­
das en la legislación antes citada, se otorgan por adjudicación 
directa los destinos que se indican, que quedan clasificados 
como de tercera clase, al personal que se cita;

Uno de Subalterno en la Delegación General de la Organiza­
ción de Trabajos Portuarios, Madrid, Ministerio de Trabajo, 
a favor del Guardia primero de la Guardia Civil don Juan Díaz 
Santana, con destino en el Parque de Automovilismo de la 
Dirección General de la Guardia Civil (Madrid).

Uno de Vigilante Nocturno en el hotel «Ses Figueretas», en 
Ibiza (Baleares), a favor del Guardia segundo de la Guardia 
Civil don Juan Bonet Serra, con destino en la 313.º Comandancia 
de la Guardia Civil, Palma (Baleares).

Art. 2.º El citado personal que por la presente Orden obtiene 
un destino civil causará baja en el Cuerpo de procedencia, 
pasando a la situación de retirado forzoso e ingresando a todos 
los efectos en la plantilla del Organismo o Empresa a que van 
destinados.

Art. 3.º Para el envío de las credenciales de los destinos 
civiles obtenidas se dará cumplimiento a la Orden de esta


